










































































































































































































































































































































VOTO PARTIGULAR EN CONTRA QUE FORMULA EL GONSEJERO

ELEGTORAL ADRÁN MONTESSORO CASTILLO RESPECTO DEL

ACU ERDO I M PEPAC/CE E/08212025

En términos de lo dispuesto en el artículo 39 del Reglamento de Sesiones del

Consejo Estatal Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y

Participación Giudadana (IMPEPAC), deseo manifestar las razones por las

cuales es mi convicción apartarme de la decisión adoptada por la mayoría.

l. Determinación aprobada por la mayoría

En este acuerdo, la mayoría de las consejerías estatales integrantes de este

instituto electoral local determinó que el Partido Revolucionario lnstitucional

fue omiso en cumplir los diversos requerimientos realizados por la Secretaría

Ejecutiva de este instituto mediante los cuales se le requirió cargar en el

sistema <Candidatas y Candidatos, Conócelesn los cuestionarios curriculares

y de identidad de los candidatos postulados por partido y coalición según

correspondiera, por lo que ante el incumplimiento debía hacerse acreedor a

una sanción consistente en una amonestación pública, pues, de las 304

candidaturas que ese partido postuló en lo individual así como de las 157

candidaturas que le correspondía publicar relativas a la coalición de la cual

formó parte denominada <Dignidad y Seguridad por Morelos, vamos fodosn

para este proceso ordinario, este omitió cargar en el sistema 35 candidaturas

postuladas por el partido, así como 7 candidaturas de la coalición antes

mencionada, estas por cada uno de los cuestionarios requeridos.

En elacuerdo la mayoría de las consejerías estimó que tal omisión conllevaba

imponerle al partido una amonestación pública, a pesar de que se reconoció

que dicho instituto político cumplió con la totalidad de sus obligaciones en un

88.49% por cuanto hace a las postulaciones en lo individual y 94.27o/o

respecto de las postulaciones de la coalición respectivamente.

ll. Razones que justifican mi disenso

En el caso concreto, no puedo compartir la decisión mayoritaria de sancionar

al Partido Revolucionario lnstitucional con una amonestación pública, pese a

que tal sanción se encuentra dentro del catálogo establecido por el régimen

sancionador electoral del Estado de Morelos y representa la medida más leve

contemplada a imponer. A continuación, expongo las razones de mi disenso. _

n
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En primer lugar, no puedo dejar de reconocer que el sistem a <Candidatas y
Candidatos, ConÓcelesr¡ es obligatorio, vinculante y forma parte del bloque
normativo al que los partidos políticos están constreñidos a observar y cumplir
de manera indefectible, debido a que, como lo determinó la Sala Superior del
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación al resolver el recurso
de apelaciÓn SUP'RAP-28912022, dicho sistema representa un instrumento
esencial para garantizar la transparencia, la rendición de cuentas y el acceso
a información para la ciudadanía.

En tal sentido, desde luego resulta claro que ta omisión atribuida al partido en
comento constituye una infracción al marco normativo en la materia; empero,
también es importante considerar que esta fue la primera vez que en Morelos
se implementÓ la aplicación de dicho sistema, lo que a mi parecer introducía

un ingrediente esencial a considerar en la determinación que al caso se tomó.

Sin embargo, considero que la proporcionalidad de la sanción impuesta, aún
a pesar de ser la menor dentro del catálogo previsto en la normativa electoral
de esta entidad federativa, no guarda correspondencia con la gravedad real

de la conducta desplegada, pues el incumplimiento en cuestión fue mínimo,
lo cual-desde mi perspectiva- pone de manifiesto que el partido político tuvo

una voluntad real y casi absoluta de cumplir con su obligación.

A mi parecer, la omisión de reportar los cuestionarios de tales candidaturas,

si bien es un incumplimiento formal, no generó un impacto material o práctico

en los principios de transparencia o acceso a la información que dicho sistema

busca tutelar -como se sostiene en el proyecto aprobado por la mayoría-, al

menos, en mi concepto, no de una magnitud tal que conlleve la pertinencia

de amonestar públicamente al referido partido político.

El principio de proporcionalidad requiere que las sanciones sean congruentes

con la gravedad de la falta cometida y el impacto efectivo que la conducta

tuvo sobre el bien jurídico tutelado, por lo que, en el caso concreto, considero
que el incumplimiento de registrar los cuestionarios de esas candidaturas no

alcanza el nivel de gravedad necesario que pueda justificar la amonestación
pública, que si bien es la más leve de todas las sanciones disponibles en la
normativa electoral local, ciertamente conlleva una connotación de reproche

o regaño público que -para mí- sería desproporcionada, sobre todo, cuando
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hubo otros partidos que abiertamente desatendieron su obligación en cuanto

a este tema por un número en verdad considerable de candidaturas.

No desconozco que hubo una omisión por parte del partido sancionado, eso

es indiscutible; sin embargo, es evidente que esta conducta fue el resultado

de una falla mínima en un contexto de cumplimiento casi total.

Debo destacar que el régimen sancionador electoral del Estado de Morelos

no contempla sanciones menores, como un apercibimiento, una conminación

o un llamado de atención, que podrían haber sido más adecuadas para este

tipo de casos. No obstante, a mi modo de ver las cosas, el órgano colegiado

puede ejercer sus atribuciones para evaluar la gravedad de la infracción y

determinar una respuesta proporcionada que no implique necesariamente la

imposición de una amonestación pública, que naturalmente tendría sustento

en la necesidad de atender las circunstancias particulares de cada caso en

concreto, especialmente si el abanico sancionatorio no contempla medidas

alternativas que puedan resultar acordes y proporcionales con la conducta.

Ello es así, porque aunque el bien jurídico tutelado por las disposiciones del

sistema <Conócelesn es el derecho ciudadano a un voto informado, en este

caso, para mí la omisión del partido no afectó de manera trascendental dicho

derecho, ya que el 88.49 Yo de las candidaturas postuladas en lo individual y

94.27% de las candidaturas postuladas por la coalición "Dignidad y Seguridad

por Morelos, vamos todos", respecto de la información de sus candidaturas

se registró en tiempo y forma, por lo que no encuentro que esta infracción

haya generado un perjuicio que amerite el reproche abierto que conlleva una

amonestación pública, pues el cumplimiento de tal porcentaje evidencia la

buena voluntad y esfuerzo del partido para acatar la normativa, sin que ello

hubiese puesto en riesgo el desarrollo del actual proceso electoral local

ordinario, ni alterado de manera sustancial el derecho de la ciudadanía a

emitir su voto informado.

Al efecto, es de resaltar que la Sala Regional Ciudad de México del Tribunal

Electoral del Poder Judicial de la Federación al resolver el juicio electoral

SCM.*rE-B112023 y acumulados, sentó un precedente relevante en cuanto

al criterio de necesidad que debe servir como parámetro fundamental para

evaluar la proporcionalidad en la imposición de sanciones, el cual impone la

necesidad de analizar si podrían existir otros medios idóneos pero menos
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restrictivos para alcanzar el fin perseguido, según la racionatidad y prudencia
necesarias para garantizar que las sanciones no excedan lo estrictamente
indispensable para cumplir con su objetivo correctivo y disuasorio.

En talsentido, la Sala Regional enfatizó que una sanción debe ser congruente
con la conducta que la motiva y proporcional a la afectación que pudo haber
generado al bien jurídico tutelado, en aras de evitar que su imposición sea
desproporcionada o arbitraria, cuestión que permitiría valorar si la imposición
de medidas menos gravosas -incluso aún por debajo de las sanciones
mínimas que contempla la normativa aplicable- podrían ser suficientes
para salvaguardar el bien jurídico tutelado, lo que, en el caso concreto, resulta
particularmente relevante en tratándose de incumplimientos mínimos o de
baja trascendencia, como en el presente caso.

No omito señalar que además, que los apercibimientos en los cuales se
sustenta la sanción impuesta al Partido Revolucionario lnstitucional adolecen
de una ausencia de certeza y precisión jurídica que les impide servir como
fundamento directo de tal determinación.

Si bien es cierto no comparto la sanción impuesta al partido político, no puede
pasar desapercibido que la validez jurídica de la sanción impuesta dependía
indefectiblemente de la legalidad del apercibimiento que la sustenta, en virtud

del principio jurídico conforme al cual la legitimidad de un acto derivado se

encuentra necesariamente vinculada a la del acto precedente que le sirve de
sustento.

Como se logra advertir del expediente, el requerimiento primigenio realizado por

el Secretario Ejecutivo de este instituto mediante oficio

I M PE PAC/CEE/MGC P I 2009-212024, aperci bió al partido sa ncionad o co nforme

a la literalidad siguiente:

l.I

Se hace de su conocimiento, que a partir del día siguiente a la notificación del presente

oficio el partido politico que representa tendrá un plazo de 15 dlas para cargar la

lnformación de la persona candidato, en lo que respecta a los cuesüonarios cunicular y de

identidad del Sistema "Candidatas y Candidatos Conóceles"

Es importante señalar, que al concluir las campañas electorales, con fundamento en el
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inciso del artículo 15 de los Lineamíentos antes referidos, esta Secretaria Ejecutiva rendirá

un informe al Consejo Estatal Electoral cuando los Partidos Poliücos, las coaliciones y las

candidaturas independientes incumplan con la obligación de publicar en el Sistema la

información de los cuestionarios cunicular y de identidad conespondientes, para que en su

caso se inicie el procedimiento sancionador corTespondiente, para que determine lo que en

derecho proceda.

Dicho apercibimiento, desde mi óptica, presentaba serias deficiencias que

comprometieron directamente la legalidad y certeza de todo el procedimiento

ordinario sancionador seguido en contra del partido político referido, pues no

satisficieron plenamente lo dispuesto por los artículos 14 y 16 constitucionales,

al ser de explorado derecho que cualquier advertencia emitida o decretada por

una autoridad debe ser clara y precisa respecto de las consecuencias jurídicas

concretas que podrían derivar del eventual incumplimiento o desacato.

Lo anterior de ninguna manera significa que el Consejo Estatal Electoral hubiere

estado obligado a señalar puntualmente desde dichos apercibimientos cuál iba

a ser la sanción concreta que se impondría al partido en su caso, ya que, como

es sabido, este órgano comicial local cuenta con la facultad constitucional y

legal para individualizar la sanción conforme a diversos factores establecidos

en el artículo 397 del Código de lnstituciones y Procedimientos Electorales del

Estado de Morelos, tales como la gravedad de la conducta, la reincidencia, la

trascendencia del bien jurídico tutelado y otros elementos objetivos y subjetivos

relacionados con el presunto infractor.

Derivado justamente de dicha facultad de individualización establecida en el

referido artículo 397 del código local, esta autoridad electoral cuenta con la

posibilidad de imponer la sanción mínima, media o máxima contempladas por

la norma, según las circunstancias particulares de cada caso concreto.

No obstante, es esencial señalar que la facultad de individualizar las sanciones

no eximía ni releva a esta autoridad electoral del deber de cumplir estrictamente

con los estándares mínimos de legalidad y de certeza jurídica en la etapa del

apercibimiento, al tener la ineludible obligación de fundamentar e informar

debidamente al partido apercibido, con absoluta claridad, la sanción a la que

podría ser acreedor en caso de incumplimiento o desacato, así como del

catálogo específico de sanciones previstas dentro del artículo 395, fracción l,ft
del Código de lnstituciones y Procedimientos Electorales del Estado ,f /
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Morelos, cuyo espectro comprende

Artículo 395. Las infracciones señaladas en los artículos anteriores serán sancionadas
conforme a lo siguiente:

l. Respecto de los partidos políticos o coaliciones:

a) Con amonestación pública;

b) Con multa de cien hasta cinco mil veces el valor de la Unidad de Medida y
Actualización, según la gravedad de la falta, En los casos de inftacción a lo
dispuesto en materia de topes a los gastos de campaña, o a los límites aplicables
en materia de donativos o aportaciones de simpatizantes, o de los candidatos
para sus propias campañas, con un tanto igual al del monto ejercido en exceso.
En caso de reincidencia, la sanción será de hasta el doble de lo anterior.

según Ia gravedad de la falta, con la reducción de hasta er 50% de las

ministraciones del financiamiento público, que les corresponda, por el período

que señale la reducción, y

c) En los casos de graves y reiteradas conductas violatorias de la Constitución y de
este Código, especialmente en cuanto a sus obligaciones en materia de origen y
destino de sus recursos, con la cancelación de su registro como partido político

estatal.

Como se observa del apercibimiento transcrito, tal especificidad con respecto

a las posibles sanciones que le podían ser impuestas al partido no fue incluida,

pues tan solo se limitaron sin fundamentación alguna a apercibir con el inicio

de un procedimiento ordinario sancionador, lo cual de manera evidente afectó

la claridad exigida mínimamente por los principios constitucionales citados,

situación que además generó incertidumbre sobre las consecuencias precisas

que derivarían del incumplimiento advertido.

A mi consideración, la falta de fundamentación no puede consíderarse

meramente enor formal o de simple escritura, dado que la fundamentación

normativa es un requisito indispensable para dotar de validez y
legitimidad a todo acto emitido por una autoridad.

Por tales razones, considero que la falta de fundamentación, vulneró

directamente la certeza y la seguridad jurídica exigidas constitucionalmente y,

de algún modo, comprometió severamente la validez de todo el procedimiento

sancionador que hoy se somete a consideración del Consejo Estatal ercctorail
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Es importante subrayar que el hecho de que el partido político sancionado no

haya impugnado en su oportunidad dichos apercibimientos e, inclusive, haya

consentido tácitamente los actos de esta autoridad, no podría interpretarse

bajo ninguna circunstancia como una convalidación de las deficiencias

sustanciales de las que adolecen dichos actos jurídicos.

Por el contrario, como autoridad electoral estamos obligados a actuar siempre

dentro del más estricto respeto a los principios de legalidad, seguridad jurídica

y cefteza previstos en nuestro marco constitucional, lo que implica que no

podemos sustentar la imposición de una sanción pública en apercibimientos

jurídicamente deficientes, aún si estos no fueron combatidos en su momento

por el partido político apercibido.

Es oportuno precisar que mi posición en ningún caso implica una suplencia

indebida de las cargas procesales que correspondían al partido señalado

como responsable. Por el contrario, considero fundamental reiterar que, más

allá del consentimiento tácito que un sujeto sancionado pueda haber tenido

respecto de actos previos, como órgano garante del cumplimiento estricto de

los principios de legalidad, seguridad jurídica y certeza, nuestra obligación

no consiste únicamente en verificar la pasividad procesal de las partes,

sino principalmente en asegurarnos que nuestra actuación se encuentre

ajustada plenamente a derecho en todas sus etapas procedimentales.

Bajo ninguna circunstancia puede admitirse que la inacción o el consentimiento

tácito del partido político responsable convaliden una actuación deficiente y

manifiestamente contraria al orden constitucional, pues ello implicaría trasladar

indebidamente a ese partido la responsabilidad sobre la legalidad de los actos

que son de este instituto electoral local.

Pretender que no tenemos la obligación de revisar a fondo y corregir los errores

graves que surgen desde los actos jurídicos emitidos por este Consejo Estatal

Electoral, implicaría tanto como asumir una posición cómoda y formalista que

desnaturaliza nuestra función constitucional, la cual siempre debe ser garante

de los derechos fundamentales de quienes intervienen en los procedimientos

ordinarios sancionadores de los que somos competentes para resolver, alestar

en juego la posibilidad de imponer sanciones a las partes involucradas.

Por ende, rechazaría cualquier argumento que insinúe que mi posicionam
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implica una vulneración al principio de equidad procesal por suptir cargas que

coffespondían al partido político, pues, contrario a ello, precisamente en este

procedimiento ordinario sancionador -que además inició de forma oficiosa- es

obligación de este Consejo Estatal Electoral velar por que absolutamente todas

las actuaciones que sustentan nuestras determinaciones sean estrictamente

ajustadas a derecho.

Dicho en otras palabras, en nuestra calidad de autoridad garante del respeto

irrestricto a los citados principios constitucionales, no podemos alegar la falta

de impugnación o el consentimiento tácito para así justifícar nuestras propias

omisiones, cuando es evidente que la deficiencia jurídica fue generada desde

este Órgano colegiado y no por alguna acción u omisión procesal del partido

político involucrado.

En todo caso, ante la gravedad y la trascendencia de las deficiencias jurídicas

advertidas en la formulación de dichos apercibimientos y con el propósito de

salvaguardar plenamente los principios constitucionales de certeza jurídica,

legalidad y debida defensa del partido político local involucrado, lo procedente

hubiera sido reponer el procedimiento sancionador desde la etapa en que

ocuriÓ dicha anomalía, es decir, desde la emisión de los apercibimientos, para

subsanar puntualmente tales deficiencias mediante la emisión de nuevas

determinaciones debidamente fundadas, motivadas y ajustadas plenamente a

los estándares constitucionales.

Deseo subrayar que mi disenso con este acuerdo en ningún momento debe

entenderse como una posición contraria a sancionar los incumplimientos del

partido político involucrado, en razón de que desacatar los mandatos de esta

autoridad debe tener consecuencias jurídicas; no obstante, estas siempre deben

imponerse mediante acuerdos cuya fundamentación jurídica sea plenamente

válida, de tal forma que esta autoridad electoral garantice cabalmente el

respeto a los principios de legalidad, certeza y seguridad jurídica.

Es por lo anterior que me aparto de la decisión mayoritaria, pues la omisión

del Partido Revolucionario lnstitucional debió ser atendida con una medida

que, aunque no esté expresamente prevista en el régimen sancionador,

refleje de manera proporcional la levedad de la falta, lo que a mijuicio imponía

la necesidad de explorar la posibilidad, incluso, de emitir una recomendación
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o un apercibimiento como resultado de la omisión incurrida sin imponer una

sanción que, de algún modo, pudiera resultar excesiva en función de las

especiales circunstancias y particularidades del presente caso, en adición

con lo expuesto, a mi criterio la sanción impuesta al partido, además deviene

de un apercibimiento que se encontraba viciado por cuanto al fondo, toda vez

que en el mismo no se fundó en ninguna disposición que resultare aplicable,

por tanto, tal como fue expresado con anterioridad, esta falta de fundamento

implica que el acto pudiera considerarse ilegal, dado que carece de uno de

los elementos esenciales, por lo que, en todo caso a consideración de quien

suscribe, tal y como lo expresé en líneas que anteceden, debió haberse

repuesto el procedimiento para efecto de evitar la imposición de un

apercibimiento que pudiera considerarse ilegal.

Con base en lo anterior, emito el presente particular

ADRÁN MONTESSORO

GONSEJERO ELEGTORAL

$
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